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ASIINTO: Amparo promovido por don
Gervasio Valencia Arenas.

SOBRE: Sentencia de la Sala Segiun-
da del Tribunal Supremo en el re-
curso de casación contra la dicta-
da por Ia Audiencia Provincial de
Ciudad Real, €D procediniento se-
guido por delito de incendio.

La Sección ha examinado el recurso de amparo interpuesto

por don Gervasio Valencia Arenas.

I. ANTECEDEIITES

l-. En L de febrero de 1990 se presentó en este Tribunal un

escrito del Procurador don Felipe Ramos Arroyo, €o nombre y re-

presentación de don Gervasio Valencia Arenas interponiendo re-

curso de anparo contra Ia Sentencia de Ia Audiencia Provincial

de Ciudad ReaI de 9 de mayo de 1986 y la de 1a Sala Segunda de1

Tribunal Supremo de 27 de noviembre de l-989, confirmatoria de

la anterior y por 1a que se le condena por delito de incendio a

la pena de tres años y seis meses de prisión y además a la pro-

hibición de residir en Ciudad Real durante seis años. Invoca

vulnerac ión de los ar ts .  L4 y  24.2 C.E.

2. La demanda tiene como base 1os siguientes antecedentes:
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A) El Juzgado de Instrucción núm. 2 de los de Ciudad Real

instruyó la causa núm. LL/L985, por eI delito de incendio con-

tra D. Gervasio Valencia Arenas, ahora recurrente de amparo, y

contra don José Poblete Donate. Elevada la causa a sumario y

celebrado eI juicio oral y público, 1a Audiencia Provincial de

Ciudad Real dictó Sentencia en 9 de mayo de L986, por 1a que se

condenó a don Gervasio Valencia Arenas como autor por inducción

de un delito de incendio, previsto y penado en el art. 552 del

Código Pena1 (c.P. ), sin apreciar concurrencia de causas

nodificativas de la responsabilidad, a 1a pena de tres años y

seis meses de prisión menor, accesorias, prohibiéndole Ia es-

tancia en el término uunicipal de Ciudad Real durante seis años

siguientes a Ia firmeza de J.a Sentencia; y a don üosé Poblete

Donate, como autor directo de1 mismo delito, concurriendo la

agiravante de precio, a la pena de dos años y seis meses de pri-

sión menor, más accesorias durante e1 tienpo de la condena.

B) Contra 1a anterior Sentencia se interpuso recurso de ca-

sación ante 1a Sala Segrunda del- Tribunal Supremo que fue deses-

timado, confirmando la de i-nstancia, por Sentencia de 27 de no-

viembre de L989.

3. EI recurso de amparo Í-mpugrna ambas Sentencias por

vulnerac ión de los ar ts .  L4 y  24.2 C.E.

En opinión deI recurrente se ha producido violación del

art. L4 porque al otro procesado, en el que concurre una cir-

cunstancia agrravante, se le condena a 1a pena de dos años y

seis meses de prisión menor por e1 delito de incendio, como

ejecutor uaterial, mientras que al recurrente se le impone una
pena superior, sin concurrir agravante algruna, de tres años y

seis meses de prisión y además la prohibición de residir en

Ciudad Real durante seis años. Lo güe, a su juicio constituye

una clara discriminación.
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vulneración del art. 24.2 C.E. que establece

inocencia, alega el recurrente que la rinica

en cuenta e1 juzgador para imponerle una pena

declaración de1 otro procesado y acusado Io

En cuanto a Ia

Ia presunción de
prueba que ti-ene

tan grave es la

p
7.

,é

güe, a su juicio, produce la vulneración de Ia presunción de

inocencia.

4. Mediante providencia de 26 de marzo de L99O, 1a Sección

Tercera de este Tribunal, acordó poner de manifiesto 1a posible

existencia de J-as siguientes causas de inadmisibilidad:

1¿.  1a del  ar t .  50.1.  a)  en re lac ión con e l  44.2 ambos de

la LOTCr por presentación de la demanda fuera de plazo.

2.. Ia de1 art. 50.1. c) LOTC, Por cuanto la demanda pudie-

ra carecer manifiestamente de contenido que justifique una de-

cisión sobre el fondo de 1a misma por parte del Tribunal Cons-

titucional.

Concediéndose un plazo común de diez días al solicitante de

amparo y aI Ministerj-o Fiscal para que presentaran las alega-

ciones que pudieran estimar oportunas.

EI representante del actor, por escrito de 9 de abril de

L990, dentro del plazo conferido alega.

A) Sobre 1a extemporaneidad en la presentación del recurso

que éste ha sido presentado dentro de plazo como acredita del

doctmento que acompaña (certificación de la Sala Segunda del

Tribunal Supremo) por el que se advera que Ia Sentencia 1e fue

notif icada el l-0 de enero de l-990, terminando el plazo para in-

terponer el recurso de amparo eI 2 de febrero y habiendo sido

presentado eI escrito de interposición en este Tribunal el día

anterior.
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B) En cuanto a la falta de contenido constitucional de Ia

demanda alega que la Sentencia se basa sólo en dos

manifestaciones la del que incendió y la del recurrente que

negó toda participación en los hechos Y, por eIIo se infringe

eI art. 14 C.E. al atender a 1as manifestaciones de uno y no

del otro. Asimismo, a1 no haber más pruebas se vulnera Ia pre-

sunción de inocencia (art. 24 C.E. ) y finalmente tampoco tiene

sent,ido 1a Sentencia impugmada a1 imponer aI actor en el pre-

sente recurso de amparo una pena nás grave que Ia que inpuso al

otro inculpado con 1o que vuelve a vulnerarse e1 art. L4 C.E.

E1 Ministerio Fiscal en su escrito de L7 de abril de l-990,

dice 1o siguiente:

A) En cuanto a la causa de extemporaneidad puesta de mani-

fiestor eS preeiso tener en cuenta que Ia ú1tina de las resolu-

ciones judiciales impugnadas es Ia Sentencia pronunciada por Ia

Sala Segrunda de1 Tribunal Supremo, resolutoria del recurso de

casación, güe es de fecha 27 de noviembre de L989. De la docu-

mentación que acompaña a Ia demanda de amParor lo aparece Ia

fecha en que fue notificada a 1a parte ahora recurrente en am-

paro. Só1o consta 1a diligencia de su lectura y publicación que

tuvo lugar en audiencia púb1ica e1 día de su fecha. Tanbién

aparece un sello o tampón de1 Colegio de Procuradores de Madrid

con 1a fecha L0 de enero de L989, gü€ coincide con 1a fecha que

dice el demandante de amparo en su escrito de demanda que 1e

fue notificada Ia Sentencia de la Sala Segiunda del Tribunal Su-

premo. Pero como e1 sello del Colegio de Procuradores no acre-

dita en modo algruno de forma fehacj-ente eI momento o fecha en

que fue notificada Ia resolución, extremo decisivo para eI cóm-

puto de1 plazo de veinte días que establece eI art. 44.2 LOTC'

es claro que habrá de estarse -en tanto no se demuestre otra

cosa por conferido- a 1o prevenido en eI art. 260 de Ia Ley de

Enjuiciamiento Civi l  (L.E.C. ), en cuanto dispone que las sen-

tencias se notificarán el mismo día de su fecha o publicación,

y no siendo posible, en el siguiente. En este caso, Por tanto,

si no se acredita en forma la fecha de notificación de la Sen
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tencia del Tribunal Supremo dentro de1 plazo de veinte días

para interponer el recurso de amparo, ha de considerarse que

concurre la causa de inadnisibilidad de extemporaneidad sugeri-

da por Ia Sala, porque si el rrdies a guott ha de fijarse con

arreglo a Io dispuesto en el art. 260 de Ia L.E.C., como eI es-

crito de demanda de amparo se presentó en eI Registro General

del Tribunal Constitucional el l- de febrero de 1-990 es evidente

que se presentó fuera del plazo legal ya expresado.

B) Por 1o que se refiere a la causa de inadmisibilidad pre-

vista en e1 art. 50.1 c) LoTc, o1 Fiscal estima gue tanbién

concurre en este caso por carecerr eD efecto, la demanda de

contenido que justifique una decisión de fondo. EI recurrente

en amparo considera que e1 órgano judicial vulnera el art. L4

c.E. r eD su manifestación de igualdad ante la ley, aI acoger Ia

versión de los hechos enjuiciados dada por uno de los

coprocesados y no 1a declaración del otrot y tanbién lo vulnera

aI imponer más pena al autor del delito por inducción, en quien

no concurre ninguna circunstancia agravante, que al autor mate-

rial en quien si concurre una circunstancia de agravación.

Pero en realidad en ningruno de estos dos supuesto se produ-

ce vulneración de1 principio de igrualdad ante la Ley.

En el primero, porque 1a aceptación o no de la versión de

los hechos dadas en sus deelaraciones por los testigos o los

mismos procesados, es una cuestión de fijación de los hechos y

de valoración de las pruebas que es de la exclusiva incumbencia

del órgano judicial en eI ejercicio de 1a potestad jurisdiccio-

nal (art. l- l-7.3 C.E.). V en eI segrundo supuesto tampoco hay

vulneración porque 1a pena privativa de libertad impuesta aI

autor deI delito de incendio del art. 552 C.P. por inducción se

ajusta a Ia regla 44 del art. 61 C.P., Io nismo que la que e1

órgano judicial impone aI autor material de dicho delito concu-

rriendo la circunstancia agravante de precio se ajusta a la re-

gJ.a 2¡ del citado artícuIo. En uno y otro caso el juzgador pue-

de aplicar 1a pena de prisión menor en e1 grado nedio; dentro

0
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de1 grador €s libre de imponer Ia pena en 1a extensión que es-

tine conveniente a 1a finalidad específica de 1as penas priva-

tivas de libertad orientadas a Ia reeducaói-ón y reinserción so-

cial conforme establece eI art. 25.2 C.E.

La igrualdad ante la Ley

obligue al órgano judicial a

supone igualdad absolutar gü€

tratamiento exactamente igrual,

nás cuando, como en este casor Do puede afirmarse, sin más, la

igualdad de las situaciones y conductas que tiene en cuenta el
juzgador para J.a imposición de penas cualitativamente ig:uales,

con fundamento en la propia Ley, pero distintas desde el punto

de vista cuantitativo. La distinta duración de las penas im-

puesta no se hace arbitrariamente, sino teniendo en cuenta la
personalidad de 1os culpables, que cuida de razonar y fundar

tanto la Sentencia de la Audiencia como la de1 Tribunal Supre-

&o, con eI propósito de individualizar 1a pena a cada caso.

Tanbién aduce eI recurrente como vulnerado e1 art. 24 C.E.

en cuanto establece la presunción de inocencia. A su juicio no

es bastante prueba 1a simple declaración o acusación del

coprocesado; pero no tiene en cuenta que en el acto del juicio

oral también fue interrogado el recurrente en amparo, contras-

tando eI Tribunal su declaración con la de1 otro coprocesado.

Además, 1a Sentencia de instancia hace constar expresamente que

las declaraciones invariables de D. üosé Poblete (coacusado),

valoradas en conciencia son absolutamente veraces y coinciden-

tes, por 1o demásr €D 1a parte en que podían ser contrastadas,

con las de 1os testigos que depusieron en eI acto de1 juicio

oral y el resultado conjunto de la restante prueba practicada.

De donde se infiere que el Tribunal no sólo tiene en cuenta las

declaraciones de1 coacusado, como dice el recurrente, sino tam-

bién Ia de 1os testigos que depusieron en eI juicio oral, ele-

mentos probatorios que por sí nismos son bastantes para des-

truir Ia presunción de inocencia.
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Ministerio Fiscal estima que debe

se acuerde Ia inadnisión del recurso

0

II. FI'NDAIiEIÜI1OS JI'RTDICOS

L. En cuanto a la supuesta extemporaneidad puesta de mani-

f iesto a las partes, conforme al art. 50.L. a), en relación con

eI art. 44.2 ambos de la LOTC, como quiera que e1 recurrente

acompaña con su escrito de 9 de abril de L99o, certificación de

la Sala Segunda del Tribunal Supreno de que la Sentencia de 27

de noviembre de L989, le ha sido notificada en L0 de enero de

L990, hay que adnitir que e1 recurso de amparo se halla presen-

tado dentro de plazo, dl tener entrada la demanda en este Tri-

bunal eI l- de febrero siguiente, siendo 1as alegaciones del Mi-

nisterio Fiscal en este punto puramente hipotéticas y para el

supuesto de que no se acreditara debidamente Ia fecha de noti-

ficaeión de Ia Sentencia.

2. Por lo gue se refiere a Ia otra causa de inadmisión del

recurso, Ias alegaciones de1 recurrente no son aceptables,

como, por otra parte, pone de relieve eI Ministerio Fiscal.

Efectivamente, la alegación de que las Sentencias recurri-

das infringen eI principio de igualdad (art. L4 C.E.) a1 fundar

su resolución acogiendo la versión de los hechos dada por eI

otro procesado e inculpado y no 1a declaración del recurrente,

resulta puramente imaginaria, puesr Do entraña discriminación

algruna si se tiene en cuenta el contexto en que se produce.

otro tanto hay que decir de la supuesta vulneración del mismo

principio de igualdad como consecuencia de que 1as referidas
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Sentencias imponen, dI recurrente y a su coprocesado, penas

distintas, sin mediar circunstancia agravante, puesto gü€, en

uno y otro caso, s€ trata de términos de inculpación diferente,

eI uno en concepto de autor por inducción -eI recurrente de am-

paro- y, e1 otror €D concepto de ejecutor material de1 delito

de incendio con 1a agravante de precio. Todo Io cual, hay que

encajarlo, en e1 primer caso, €D una mera cuestión de fijación

de J.os hechos y de apreciación de las pruebas que corresponde a

la jur isd icc ión ord inar ia  (ar t .  LL7.3 c .E.  )  y ,  en e l  segundo,

en la apreciación de 1as circunstancias en relación con Ia

determinación de Ias penas, conforme a 1o dispuesto por eI art.

552 C.P. en relación con las reglas 4' y 2e del art. 6L y de

acuerdo con el art. 67 del mismo, lo ![uer por Io demás, se ha-

I Ia  conforme con eI  ar t .  25.2 C.E.

Por 1o que se refiere a 1a vulneración de la presunción de

inocencia (art. 24.2 C.E. ), de la lectura de la Sentencia de

instancia, sobre todo, s€ deduce que Ia declaración del otro

procesado no fue, ni mucho menos, la única pieza de convicción

deI Tribunal, sino gü€, en e1 juicio oral tanbién fue interro-

gado e1 recurrente y 1o fueron los testigos que depusieron en

e1 mismo con 1o gü€r tales elenentos probatorios, son más que

suficientes para destruir la presunción de inocencia.

Por todo Io expuesto, resulta claramente la falta de conte-

nido constitucional deI recurso, conforme al art. 50.1-. c) LOTC

y la procedencia de su inadmisión.

En su virtud la Sección acuerda 1a inadnisión del recurso y

e} archivo de las actuaciones.

Madrid, a diJ¡cisiete de mayo de mil novecientos noventa.


